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Sobre: 
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SANCIONES 

 
Panel integrado por su presidenta, la Juez Cintrón Cintrón, la Juez 
Rivera Marchand y  la Juez Brignoni Mártir.1 

 
Rivera Marchand, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2016. 
 

 Comparece ante nosotros el Sr. Héctor Berríos (señor Berríos 

o recurrente) y solicita la revisión judicial de una Resolución 

dispositiva dictada el 9 de agosto de 2016 por la Junta Hípica de la 

Administración de la Industria y el Deporte Hípico (Junta Hípica). 

Mediante el referido dictamen, la Junta Hípica resolvió que no 

tenía jurisdicción sobre la revisión presentada por el señor Berríos. 

La Junta Hípica razonó que el recurrente debió pagar, como 

condición para considerar la revisión, la multa impuesta por el 

Jurado Hípico como resultado de la querella objeto de discusión. 

I. 

 Al señor Berríos se le imputó haber interferido con el 

procedimiento y desarrollo de la 3ra carrera del 10 de junio de 

2016 y, a causa de ello, infringir los Arts. 1913, 1914, 1922 y 1924 

del Reglamento Hípico.2 El caso se ventiló ante el Jurado Hípico y, 

                                                 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2016-142 se designa a la Juez Brignoni 

Mártir en sustitución del Juez Steidel Figueroa. 
2 Los Artículos del Reglamento Hípico disponen lo siguiente: 

Artículo 1913: Reñir, alterar la paz, escandalizar y conducirse en 

forma indeseable e impropia en los terrenos del hipódromo. 



 
 

 
KLRA201600837 

 

2 

al comienzo de la vista, el abogado del señor Berríos manifestó que 

no sometería a su representado a la jurisdicción de dicho foro. El 

abogado planteó que el Jurado Hípico no tenía facultad para 

celebrar la vista a tenor con la Ley Hípica y el Reglamento Hípico. 

Asimismo, argumentó que la vista era ultra vires porque el Jurado 

Hípico no podía ser querellante, investigador, parte y adjudicador 

en el mismo caso.3 

El Jurado Hípico declaró no ha lugar el argumento del señor 

Berríos y procedió con la celebración de la vista administrativa 

sobre la querella. Escuchó y evaluó los testimonios del Sr. José A. 

Daza (empleado de la Administración de la Industria y el Deporte 

Hípico (AIDH) y Supervisor del Salón de Jinetes) y del Sr. Pedro De 

Jesús Valk (Juez de Peso) y dictó Resolución el 3 de agosto de 

2016. El Jurado Hípico concluyó que el señor Berríos provocó que 

los jinetes de la 3ra carrera no salieran a montar cuando se les 

ordenó.4 Además, determinó que el señor Berríos fue el “elemento 

intelectual” del incidente y ello interfirió con el desarrollo de las 

carreras. Asimismo, expresó que los jinetes requirieron la 

presencia del Jurado Hípico como condición para salir a montar y 

cuando éste se presentó al Salón de Jinetes se encontró con un 

ambiente de confrontación.5 

 Conforme lo anterior, el Jurado Hípico declaró con lugar la 

querella y le impuso al señor Berríos una multa de $500 y la 

suspensión de 30 días calendarios  por violentar los Arts. 1922 y 

                                                                                                                                     
Artículo 1914: Conducirse o dirigirse en forma grosera o soez o 

faltarle el respeto a cualquier funcionario o empleado de la 

Administración. 

Artículo 1922: Interferir, obstruir, impedir o intentar hacerlo, los 

trámites y procedimientos de inscripción de la organización y 
desarrollo de las carreras, reclamos, apuestas, peso y repeso de 

jinetes, la toma de muestras de sangre, saliva u orina. 

Artículo 1924: Cooperar, ayudar o participar en cualquiera de las 

prácticas enumeradas en los procedentes Artículos de esta 

Sección. Véase Recurso de revisión judicial, Apéndice, págs. 1-20 

y 22. 
3 Recurso de revisión judicial, Apéndice, págs. 22-23. 
4 Íd., pág. 26. 
5 Íd. 
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1924 del Reglamento Hípico. La suspensión comienza el 13 de 

agosto de 2016 y culmina el 11 de septiembre próximo.6 La 

Resolución del Jurado Hípico le apercibió al señor Berríos de su 

derecho a solicitar reconsideración ante ellos o acudir en revisión 

ante la Junta Hípica.7 El Jurado Hípico le manifestó al señor 

Berríos que tenía 30 días laborables para emitir el pago de la 

multa. Además, en relación con la revisión ante la Junta Hípica, el 

Jurado Hípico le advirtió al señor Berríos que tenía que presentar 

su recurso dentro del término jurisdiccional de 20 días y cumplir 

con las especificaciones del Reglamento Procesal de la Junta 

Hípica de Puerto Rico, Reglamento Núm. 8389 del Departamento 

de Estado de 29 de septiembre de 2013.8 

 El señor Berríos solicitó reconsideración con el fin de que se 

le eliminaran las sanciones impuestas por la alegada ausencia de 

autoridad sobre el caso. En la alternativa, el aquí recurrente le 

solicitó al Jurado Hípico que las sanciones entraran en vigor luego 

de culminado el proceso de revisión ante la Junta Hípica. El 

Jurado Hípico declaró no ha lugar la solicitud de reconsideración y 

reiteró los apercibimientos previos sobre la disponibilidad del 

recurso de revisión ante la Junta Hípica.9 

 El 9 de agosto de 2016, el señor Berríos compareció ante la 

Junta Hípica en revisión y, simultáneamente, solicitó que se dejara 

en suspenso el castigo impuesto por el Jurado Hípico.10 El escrito 

de revisión y la moción para dejar en suspenso el castigo 

apuntaron a la falta de autoridad del Jurado Hípico para atender 

la querella en contra del señor Berríos. Sin embargo, la Junta 

Hípica no llegó a dilucidar los méritos de la petición del recurrente, 

                                                 
6 Íd. 
7 Íd. 
8 Íd. 
9 Íd., págs. 30-31. 
10 Íd., págs. 8 y 32. 
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pues se declaró sin jurisdicción.11 La Junta Hípica razonó que 

conforme establece el Art. X(1003(f) del Reglamento Procesal de la 

Junta Hípica de Puerto Rico, supra, no tenía jurisdicción, porque el 

señor Berríos no acreditó el pago de la multa impuesta como 

requisito para poder considerar la solicitud de revisión.12 

 Insatisfecho con el resultado, el señor Berríos acudió ante 

nosotros mediante y formuló los siguientes señalamientos de error, 

a saber: 

Erró la Junta Hípica al negarle el derecho de revisión 

al peticionario y disponer de su solicitud de revisión 
mediante una resolución dispositiva huérfana de 
determinaciones de hechos y conclusiones de derecho, 

que permitan al peticionario conocer sobre su alegado 

incumplimiento con el Art. 14 de la ley Hípica. 

Erró la Junta Hípica al actuar como recaudador del 
Estado y negarse acoger el recurso presentado por el 

peticionario porque no ha pagado una multa que le 
fuera impuesta, cuando este aún se encuentra dentro 
del término 30 días que se le concedió para emitir 

dicho pago, y cuando la Ley 83 no le concede dicha 

facultad a la Junta Hípica. 

 El recurrente argumentó que la Junta Hípica impuso 

mediante reglamentación un requisito o condición adicional a las 

establecidas por la Ley de la Industria y el Deporte Hípico en 

Puerto Rico, Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según enmendada, 

3 L.P.R.A. secs. 198-198y. para atender los recursos ante su 

consideración y con ello se extralimitó en sus facultades.13 A esos 

efectos, indicó que la Ley Núm. 83 no exige el pago de una multa 

como requisito para solicitar revisión ante la Junta Hípica y, 

menos aún, cuando todavía no ha vencido el término concedido 

por el Jurado Hípico para satisfacerla.14 

Además, el recurrente nos solicitó la declaración de nulidad 

de las actuación del Jurado Hípico por este ser supuesta parte y 

                                                 
11 Íd., pág. 3. 
12 Íd., págs. 2-3. 
13 Escrito de revisión judicial, pág. 9. 
14 Íd. 
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juez del proceso.15 Por último, el señor Berríos solicitó dejar en 

suspenso los castigos impuestos por el Jurado Hípico en contra del 

señor Berríos hasta la resolución del recurso de revisión.16 Sobre 

estos asuntos relacionados a los méritos del caso, basta 

apuntar que los mismos deben ser resueltos por la Junta 

Hípica en primera instancia de proceder el presente recurso de 

revisión judicial. A nuestro juicio, la controversia que debemos 

limitarnos a resolver en esta etapa de los procedimientos es el 

aspecto jurisdiccional de la Junta Hípica para atender la 

solicitud de revisión según presentada por el recurrente. 

El recurso de revisión judicial fue acompañado con una 

Moción en solicitud (sic) de auxilio de jurisdicción. El recurrente nos 

planteó que la situación actual le ocasiona pérdidas de montas y  

su trabajo se continuará viendo afectado por la inmediatez del 

inicio del castigo impuesto. En ese sentido, explicó que la 

intervención inmediata del Tribunal de Apelaciones evitaría la 

vulneración de sus derechos propietarios y posible pérdida de 

montas asignadas para el 14 de agosto de 2016. Examinada la 

moción en auxilio de jurisdicción, emitimos una Resolución de 

inmediato donde le solicitamos a la parte recurrida su posición en 

o antes de las 12:00 del mediodía del 12 de agosto de 2016. 

Oportunamente la parte recurrida compareció en oposición al 

recurso de revisión judicial a la moción en auxilio de jurisdicción. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, procedemos 

a atender los asuntos ante nuestra consideración. 

II. 

 La AIDH es la entidad administrativa creada con el fin de 

regular todo lo relacionado con la industria y el deporte hípico en 

Puerto Rico a través de un Administrador Hípico y una Junta 

                                                 
15 Íd., pág. 10. 
16 Íd., pág. 11. 
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Hípica. Art. 2 de la Ley Núm. 83, 15 L.P.R.A. sec. 198a; Lebrón v. 

El Comandante Oper. Co., Inc., 148 D.P.R. 298, 303 (1999). La 

Junta Hípica tiene jurisdicción primaria para revisar de las 

órdenes, suspensiones  o multas impuestas por el Administrador 

Hípico o cualquier funcionario autorizado. Lebrón v. El 

Comandante Oper. Co., Inc., supra, pág. 304. El Art. 14 de la Ley 

Núm. 83, 15 L.P.R.A. sec. 198m, establece, en lo pertinente a las 

revisiones ante la Junta Hípica, lo siguiente: 

Las solicitudes de revisión no suspenderán los efectos 
de las órdenes, decisiones, suspensiones y multas 
mientras se resuelven por la Junta. Disponiéndose, 

que la Junta Hípica, para determinar justa causa, 
escuchará a ambas partes, antes de dejar en suspenso 
cualquier orden, decisión, suspensión o multa 

impuesta por el Administrador Hípico, el Jurado 
Hípico o cualquier otro funcionario autorizado para 

ello. En casos de multa, la persona castigada no podrá 
inscribir, entrenar, cuidar ni montar caballos a menos 
que deposite en la Oficina del Administrador el importe 

de la multa, el cual le será devuelto, de serle favorable 
la resolución de la Junta. La empresa operadora 
también debe depositar el importe de la multa que se 

le haya impuesto para poder recurrir ante la Junta 
Hípica o el tribunal. El incumplimiento o morosidad en 

el cumplimiento de este requisito o en el pago de la 
multa provocará el pago de intereses sobre la cantidad 

al descubierto. (Énfasis nuestro). 

 El Art. X(1003)(f) del Reglamento Procesal de la Junta Hípica 

de Puerto Rico, pág. 13, establece que el escrito de revisión 

presentado ante la Junta Hípica debe “acreditar haber satisfecho 

cualquier multa impuesta para que la Junta pueda considera la 

solicitud de revisión”. De igual manera, el inciso (e) dispone que la 

Junta Hípica tiene discreción para suspender el pago parcial o 

total de la multa. Art. X(1003)(g) del Reglamento Procesal de la 

Junta Hípica de Puerto Rico, pág. 13. 

 Como se puede observar, el Art. 14 de la Ley Núm. 83, 

supra, requiere el depósito de la multa a toda persona castigada si 

ésta interesa inscribirse, entrenar, cuidar y montar caballos. Esa 

parte del estatuto no menciona el depósito de la multa impuesta 

como condición para recurrir ante la Junta Hípica o el Tribunal de 
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Apelaciones. Sin embargo,  la próxima oración establece que la 

empresa operadora también debe depositar el importe de la multa 

si desea presentar una revisión ante dichos foros. A nuestro juicio, 

la AIDH interpretó el Art. 14 de la Ley Núm. 83, supra, al momento 

de reglamentar el proceso de revisión y estableció claramente que 

el depósito de la multa como requisito indispensable para entrar a 

resolver los méritos de una revisión le aplicaba a todo peticionario. 

 La interpretación de una ley habilitadora por parte de la 

agencia que la administra y le da cumplimiento merece gran 

respeto y deferencia judicial. Procuradora Paciente v. MCS, 163 

D.P.R. 21, 43 y 47 (2004). Lo anterior obedece a la experiencia y 

expertise de la agencia en la materia que manejan todos los días. 

Íd., pág. 43, citando a M&V Orthodontics v. Negdo. Seg. Empleo, 

115 D.P.R. 1836, 188-189 (1984). A esos fines, cobra mayor 

relevancia la participación de las agencias en la promulgación de 

reglamentación cuando la ley habilitadora es ambigua. Íd., pág. 45. 

Distinto es el caso donde la ley es clara sobre la revisión judicial y 

la agencia impone requisitos adicionales a través de 

reglamentación para ejercer ese derecho. Véase Perfect Cleaning v. 

Cardiovascular, 162 D.P.R. 745, 760-762 (2004). Es claro que los 

reglamentos pueden complementar la ley pero no estar en conflicto 

con ésta. Íd., págs. 758-759. 

III. 

En el presente caso, la cuestión de umbral a decidir es si 

actuó correctamente la Junta Hípica al desestimar el recurso de 

revisión del señor Berríos por este no depositar el importe de la 

multa ante la Oficina del Administrador y así acreditarlo en su 

petición. A nuestro juicio, no estamos ante un caso donde la 

agencia impuso mediante reglamentación un requisito adicional no 

contemplado por la ley habilitadora o la LPAU. La AIDH interpretó 

su ley habilitadora en un aspecto ambiguo de la Artículo 
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relacionado con la revisión ante la Junta Hípica y los tribunales. 

Por lo tanto, resolvemos que procede concederle deferencia judicial 

a la interpretación de la agencia al respecto. 

Cabe señalar que un panel hermano resolvió una 

controversia similar en el Administrador de la Industria y el Deporte 

Hípico v. Manuel Fernández Pastrana y otros, KLRA200700111.17 

Ciertamente la ley habilitadora no guarda un silencio absoluto 

sobre el requisito del depósito del importe de la multa como 

condición para considerar la revisión y el Art. X(1003)(f) del 

Reglamento Procesal de la Junta Hípica de Puerto Rico, supra, lo 

aclaró. Nuestra deferencia judicial a la decisión de la Junta Hípica 

respeta la intención legislativa expresa de “otorgarle al Deporte 

Hípico la máxima autonomía compatible con el derecho y la 

equidad”. Art. 15 de la Ley Núm. 83, 15 L.P.R.A. sec. 198n(d). 

Por los fundamentos expuestos, declaramos No Ha Lugar la 

Moción en solicitud (sic) de auxilio de jurisdicción y confirmamos la 

Resolución dictada por la Junta Hípica. 

Notifíquese inmediatamente por fax, correo electrónico, 

teléfono y por la vía ordinaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
17 En relación al caso resuelto por el panel hermano el Tribunal Supremo 

declaró no ha lugar la petición de certiorari (CC-2007-0517). Véase 

Administrador de la Industria y el Deporte Hípico v. Manuel Fernández Pastrana y 
otros, KLRA201000630, resuelto el 30 de septiembre de 2010. 


